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Apéndices 
 
Apéndice-A 
 
Apoyo en Rosario; Prohibición del Acto; un Recurso de Amparo; 
Manifestación Relámpago (Clarín, jueves 13 de junio de 1968, p.31) 
 
Rosario, 12 (De nuestra agencia).- Su apoyo al paro nacional dispuesto por la 
Federación Universitaria Argentina para el viernes 14, ha dado a conocer la Asamblea 
General del Centro de Estudiantes de Rosario. Puntualiza la declaración: “Al cumplirse 
el 50 aniversario nos encontramos en lucha diaria contra la política de la intervención, la 
limitación, la institucionalización del acomodo, el nombramiento a dedo” de seudo 
profesores, obsecuentes a los dictados de los interventores, la orientación tecnócrata y 
anti-popular de los planes de estudio, y ubicando nuestro accionar en contra de la 
dictadura oligárquico-militar, en la perspectiva de que nuestras luchas, unidas a las de 
los trabajadores y el pueblo, instauren un gobierno popular y antiimperialista. 
………………………………………………………………………………………….. 
Prohibición 
 
Los organizadores de la reunión central por la Reforma Universitaria han apelado de la 
medida policial que prohibió la realización del acto anunciado para mañana, a las 19, en 
el Centro Catalán, de esta ciudad. Se había anunciado que a la ceremonia, asistiría su 
presidencia colegiada, que integran Carlos Sánchez Viamonte, Arturo U. Illia, Alicia 
Moreau de Justo, Luciano Molinas y Josué Gollán, quienes usarían de la palabra. 
Asimismo, se encontrarían presentes el doctor Camilo Muniagurria, firmante del 
Manifiesto Liminar de la Reforma, de 1918; el dirigente estudiantil Luis Carello, 
Antonio Scipione y el rector de la Universidad de San Marcos (Lima). 
 
Recurso de Amparo 
 
Al ser notificados por la policía de la resolución denegatoria, los organizadores del acto 
evocativo presentaron un recurso de amparo ante el juez en lo civil y comercial de la 4ª 
nominación, doctor Raul Gardella, quien ya había oficiado, en la tarde de hoy al Jefe de 
Policía, con el objeto de que informe sobre los motivos que determinaron la prohibición. 
 
Incidentes 
 
Mientras distintos núcleos estudiantiles han hecho pública su adhesión a los postulados 
reformistas, al cumplirse el 50 aniversario de su nacimiento se registraron algunos 
incidentes en distintas facultades. En Medicina, como lo informamos aparte, se redujo 
todo a algunos petardos y muñeco grotesco pendiendo en un patio. En Ingeniería, 
Pellegrini 250, hubo corridas, gases, la dispersión posterior de los manifestantes. 
 
Del grotesco muñeco colgaba un cartel que decía: “Viva la Reforma Universitaria, abajo 
Picena y Castiñeiras y la dictadura. Por el paro del 15”. Eran las 11.15 en uno de los 



patios –el que da sobre la calle Santa Fe—de la Facultad de Ciencias Médicas de 
Rosario. 
 
Previamente, petardos y conatos de manifestación. Una cortina blanca que cae al primer 
estallido, pero tras el susto, nada mas. El clima predecía “algo”. Cantidad desusada de 
estudiantes en la facultad y en las inmediaciones. Aun mayor, casi, el numero de 
policías. Nuevos estallidos, sin consecuencias. Un agente encontró un paquete. Otra 
bomba casera, sin estallar. Brevemente, había transcurrido un acto mas –de los clásicos 
relámpagos—del estudiantado rosarino. No hubo detenciones ni agresión física. 
 
Fuente: Clarín, jueves 13 de junio de 1968, p.31) 
 
 
Apéndice-B 
 
Desórdenes por la Celebración de la Reforma (La Nación, viernes 14 de 
junio de 1968, p.1, col.1; y p.20, columnas 1 al 7) 
 
En Rosario se prohibió un acto que tenía permiso judicial 
 
La ciudad de Rosario fue escenario, ayer, de un serio desorden, al prohibir la policía un 
acto de adhesión a la celebración del 50º aniversario de la Reforma Universitaria, que 
había sido autorizado por resolución judicial. 
 
En La Plata, en cambio, retornó la tranquilidad, alterada la antevíspera por disturbios 
estudiantiles. 
 
Para hoy está anunciado un paro universitario, en testimonio de homenaje a la Reforma. 
 
En Rosario 
 
Rosario.- No obstante haber autorizado el juez de primera instancia en lo civil y 
comercial, doctor Raúl Gardella, la realización del acto en homenaje al cincuentenario 
de la reforma universitaria, en el local del Centro Catalá, Entre Ríos 761, la policía no 
permitió que el mismo se llevara a efecto. Para ello se impidió a varios de los 
organizadores de la reunión que pudieran llegar al sitio, apelando a enérgicas 
invitaciones de volver sobre sus pasos, con un marco de bastones de caucho y 
exhibición de armas de fuego. 
 
Fue así que al doctor Camilo J. Muniagurria, presidente de la Comisión Nacional de 
Homenaje a la Reforma Universitaria, al doctor Carlos H. Perette y a otros, se les 
interceptó el paso en la esquina de Sarmiento y San Lorenzo, cuando habían dejado el 
estudio jurídico del primero para dirigirse al Centro Catalá, distante tres cuadras y 
media. 
 
Severa vigilancia 
 
Desde antes de las 15 el tránsito de vehículos por la calle Entre Ríos entre Córdoba y 
Santa Fé, quedó suspendido. Poco después, en esa cuadra, frente al local del Centre 
Catalá, se instaló una autobomba y numerosa vigilancia policial fue colocada en las 



esquinas de acceso. Asimismo, los peatones no podían pasan por esa calle, sino 
justificaban vivir en alguna de sus casas o tener que realizar alguna diligencia. Había 
grupos de estudiantes y profesionales en las calles lindantes, a la espera de que se 
realizara el acto, lo que no se produjo. 
 
Incidentes 
 
El juez doctor Raúl Gardella concurrió al local del Centre Catalá poco antes de las 19 y 
aclaró ante la autoridad policial que el acto organizado por los reformistas estaba 
autorizado por él y que no debía impedirse que se realizara. La respuesta al magistrado 
fue de que el acto estaba prohibido por resolución policial, pero que se daría 
conocimiento de la novedad a la superioridad. 
 
El Dr. Gardella volvió por segunda vez, poco más tarde para hacer constatación y 
comprobar que si su resolución se cumplía, labrando un acta a esos efectos. En esas 
circunstancias fue seguido por un grupo de personas, alrededor de un centenar, que se 
encaminó detrás de él, hacia el Centre Catalá. Al juez le fue franqueado el paso por la 
policía, mas no ocurrió lo mismo con las personas que lo seguían. A estas se les 
aconsejó que se alejaran del lugar. Hubo cierta resistencia a ello, algunos manotones y, 
finalmente, un incidente. La policía actuó en forma contundente, y se vió rodar por el 
pavimento a una persona de barba espesa, al parecer alcanzado por un bastonazo. La 
enérgica acción policial desbandó al grupo que fue corrido por la calle Entre Ríos hasta 
Córdoba, y por esta arteria hasta avenida Corrientes. En ese lugar existe una confitería 
en la que buscaron refugio las personas que huían. Allí también entró la policía. Hubo 
dentro de la misma un descomunal desorden, gritos, vasos y botellas rotos, y por último, 
se obligó al dueño del comercio a que se cerrara la confitería. 
 
El centro de la ciudad estuvo durante varias horas con una fuerte vigilancia y el tránsito 
se desvió en distintas direcciones mientras a los peatones se los obligaba a circular. 
 
Detenidos y heridos 
 
Poco después que se produjeron las corridas por calle Entre Ríos y Córdoba se conoció 
la nómina de detenidos y heridos. Uno de ellos fue Eduardo Ricardo Saguier, 
domiciliado en la calle Talcahuano 10 de la Capital Federal, y otro, Aldo Algrecchi, 
argentino de 15 años, estudiante, Ceballos 1038. Ambos están internados y en carácter 
de detenidos en la asistencia pública. En la comisaría 3ª, se encuentran detenidos Luis 
Armando Carello, de 23 años, soltero, estudiante de derecho, que vive en Avenida 
Francia 842, quien presenta lesiones en la nariz; Luis Horacio Alaniz, de 25 años 
casado, estudiante, y el doctor Martín Lovagnini, abogado, que se domicilia en 1º de 
Mayo 1368. 
 
Acta Judicial 
 
En el acta labrada por el Dr. Gardella, a raíz de la prohibición del acto, se expresda que 
el magistrado comprobó que personal policial impedía el acceso al local donde aquel se 
debía realizar. Señala seguidamente que se le expresó allí que se cumplían órdenes del 
jefe de policía. A poco de ello –dice—cuando se dirigía por calle Córdoba, al llegar a 
Entre Ríos, le fue interrumpido el paso por personal policial, con exhibición de armas. 
En ese momento –destaca el magistrado—se produjo un grave incidente con violenta 



represión policial hacia un grupo de personas que quería avanzar hacia el lugar donde se 
pensaba realizar el acto, presenciado por los suscriptos (doctor Gardella y su Secretaria, 
doctora G. de la Torre). La represión policial –consignase—culminó con algunas 
personas heridas. 
 
Posteriormente, continúa, se solicitó la presencia del comisario de la seccional 3ª, con 
jurisdicción en el lugar de los sucesos. Ese funcionario, señor Alfredo Luis Bagli, fue 
intimado a expresar los motivos por los cuales no se permitía el acceso al acto, y 
manifestó que ello se debía a una orden del jefe de policía. Al advertírsele que existía 
orden judicial autorizando su realización, manifestó el comisario Bagli que lo sabía, 
pero que se atenía a las órdenes de su superior. En esos momentos –según el acta 
labrada-- hicieron acto de presencia en el lugar los doctores Oscar Borgonovo, Alberto 
Natale y Rafael Martínez Raymonda, manifestando uno de ellos, patrocinante con el 
doctor Natale del recurso de amparo, que denunciaban actos de agresión policial contra 
el público que intentaba dirigirse al lugar donde se iba a realizar el acto. Se expresa 
también que en la esquina de Córdoba y Maipú fue testigo presencial de un 
procedimiento efectuado por personal policial, que llegó en tres vehículos para prohibir 
el avance del doctor Carlos Perette, del señor Scipione y de un grupo de personas que lo 
acompañaba. 
 
Asimismo en la calle San Lorenzo entre Sarmiento y Mitre, pocos minutos después 
personal policial portando metralletas –dicen los denunciantes—impidió al doctor 
Camilo Muniagurria, al doctor Bravo, al ingeniero Bordabehere, al señor Marc y otras 
personas, que avanzaran hacia el lugar del acto, llegándose a violencias físicas sobre el 
miembro de la comisión doctor Horacio Fidel López. Exprésase finalmente en el acta 
que ante la reiteración de la negativa por parte de la referida autoridad policial se retiró 
el magistrado en compañía de la secretaria actuante y de los profesionales mencionados. 
 
Apelación 
 
Corresponde señalar que ante la resolución judicial de permitir el acto, el doctor Adolfo 
Posner, de la Fiscalía de estado de la provincia, se presentó ante la justicia apelando esa 
resolución. El juez concedió la apelación con efecto devolutivo, es decir, que el fallo 
continuaba en plena vigencia hasta tanto resolviera la Cámara, pero dado el feriado de 
ayer, no se pudo integrar ese tribunal. 
 
Declaraciones 
 
Alrededor de las 20, los doctores Camilo J. Muniagurria, Héctor F. Bravo y el Ingeniero 
Ismael Bordabehere, destacados organizadores del homenaje a la reforma universitaria, 
estuvieron en esta corresponsalía para referirse a la prohibición policial. Expresaron que 
ellos se disponían a acudir al sitio donde debía realizarse el acto con la garantía que les 
ofrecía una resolución judicial y que la policía, en cumplimiento de severas ordenes de 
la superioridad –que no acató el fallo judicial—con marcada energía les impidió el paso. 
 
Añadieron que al presentar la acción de amparo se denunció la violación de la garantía 
constitucional del derecho de reunión y que “esa garantía, dentro del orden jurídico 
preexistente, y aún vigente, no está enervada desde que no existe el estado de sitio que 
pueda suspenderla”. 
 



Conferencia de prensa 
 
Una conferencia de prensa que contó con la presencia de ex dirigentes políticos y 
estudiantes se efectuó en el hotel Savoy pasado el mediodía. Se encontraban entre otros, 
los doctores Muniagurria, Rafael Martínez Raymonda, Oscar Borgonovo, y José 
Brailovsky, el Ingeniero Ismael Bordabehere y la doctora María Dorso. 
 
El doctor Alberto Natale, que fue quien patrocinó con los doctores Horacio Fidel López 
y Oscar Borgonovo a la comisión regional de homenaje a la reforma, en la acción de 
amparo, informó acerca del trámite judicial cumplido. 
 
El estudiante Luis Carello, en nombre del partido reformista de Derecho Franja Morada, 
aludió seguidamente a la actual situación universitaria y dijo que prácticamente, las 
facultades permanecían ocupadas por fuerzas policiales. Agregó que en los últimos días 
se habían registrado hechos que atentaban contra los derechos del estudiantado y 
destacó la significación del acto de homenaje a la reforma, afirmando que en él no 
existían distingos entre universitarios y trabajadores. Desmintió luego conceptos del 
Ministro del interior, doctor Guillermo A. Borda, acerca de la situación universitaria, y 
enfáticamente manifestó: “los estudiantes universitarios no reconocemos ninguna otra 
reforma que la de 1918, actualizada por este movimiento que hoy sostenemos con 
nuestra lucha y que ha de seguir bregando contra todo intento de imponernos otro 
régimen que nunca hemos de aceptar”. 
 
Adhesiones 
 
El doctor Camilo Muniagurria dio a conocer una adhesión enviada por el doctor 
Luciano F. Molinas. Hubo además otra del ex presidente Arturo U. Illia. Por su parte el 
doctor Carlos Perette anunció que asistiría al acto en representación del doctor Illia. El 
dirigente obrero Antonio Scipione, que también participó en la reunión del Savoy Hotel, 
manifestó que se sentía complacido de estar presente y compartir la voz de protesta del 
estudiantado. 
 
Otro recurso 
 
La prohibición de otro acto organizado para hoy por efectuarse en la sala del cine Nilo 
por la Comisión Popular de Homenaje a la Reforma Universitaria, dio lugar a una nueva 
presentación ante la justicia. Este recurso de amparo fue presentado ante el juez de 
Trabajo, doctor Enrique Basualdo, quien como primera providencia pidió al jefe de 
Policía que informara sobre las razones en que se fundaba la prohibición del acto. 
 
Acto improvisado 
 
En el vestíbulo del Hotel Italia se improvisó una acto del que participaron entre otros, el 
dirigente sindical Antonio Scipione, el ex diputado nacional Jorge Selser, el miembro de 
la Comisión Nacional de Homenaje a la Reforma Universitaria doctor Juan Carlos 
Rubinstein, y el doctor Perette. 
 
Cuando el ex vicepresidente estaba haciendo uso de la palabra, irrumpió en el local una 
brigada de policías uniformados fuertemente armados. Uno de los representantes del 



orden pidió a las personas allí reunidas –que sumaban mas de cien—que se retiraran del 
lugar. La orden fue acatada tras ser brevemente resistida. 
 
Una vez en la calle todos los nombrados al comienzo y otros dirigentes radicales 
ascendieron a varios automóviles y se dirigieron a un restaurante donde eran esperados 
por otros miembros de la Comisión de Homenaje a la Reforma Universitaria. 
 
Fuente:  La Nación, viernes 14 de junio de 1968, p.1, col.1; y p.20, columnas 1 al 7) 
 
 
Impidió la policía otro acto en Rosario (La Prensa, sábado 15-VI-1968) 
 
Hubo incidencias y no se permitió al juez que lo había autorizado llegar hasta el 
lugar 
 
Rosario (Santa Fe).- Tampoco pudo realizarse el acto, esta vez preparado para ayer, por 
la Comisión Popular de Homenaje a la Reforma Universitaria, en el local del cine El 
Nilo situado en la calle Sarmiento 1328. Desde mucho antes de la hora anunciada para 
su comienzo –las 19—numerosas fuerzas policiales se situaron en las adyacencias del 
local, en especial modo en la intersección de las calles Sarmiento y Tres de Febrero y 
Sarmiento y Nueve de Julio. En ambos lugares se apostaron fuerzas que se 
transportaron en vehículos, lo mismo que soldados de la Guardia de Seguridad de 
caballería. 
 
Con tan fuertes dotaciones de policías era imposible llegar al local. Algunos 
particulares, seguramente organizadores del acto, pugnaron por superar la resistencia 
policial, pero fueron siempre dispersados. Algunos manifestaron a viva voz sus 
protestas, aduciendo que se contaba en su favor con la resolución del juez Doctor 
Armando Frávega, que lo autorizaba haciendo lugar al recurso de amparo interpuesto 
por el doctor Mario Alberto Segovia Mayer. 
 
Llega al lugar el juez 
 
Pasadas las 19 se hizo presente en el lugar el referido magistrado. Al llegar cerca de 3 
de Febrero y Sarmiento fue atendido por el comisario Manuel Valdebenítez, de la 
sección 12. 
 
El magistrado lo hizo acompañado por el agente fiscal, doctor Edmundo Flores, y la 
secretaría de turno. 
 
Al impedírsele llegar hasta la puerta del cinematógrafo, ya que encontró firme 
resistencia, el doctor Frávega requirió la presencia del comisario de la sección 3ª 
Alfredo Bagli, quien lo atendió y, ante su pedido de permitir el acto, por el comando 
radioeléctrico solicitó permiso a la superioridad. Se le contestó que se estaba 
cumpliendo órdenes superiores, y que el acceso al local estaba prohibido. 
 
Se produjo un forcejeo entre los particulares que rodeaban al magistrado y la policía. El 
fiscal, que estuvo en el tumulto, informó a los periodistas que había sido empujado en 
esas circunstancias. Al no poder proseguir, el grupo retornó por Sarmiento, y entre 
Mendoza y Tres de Febrero se produjo otro tumulto. 



 
Trátase de agredir al Fiscal 
 
En ese momento un agente trató de agredir al doctor Flores, por lo que éste, en forma 
airada y en términos jurídicos, dirigiéndose al doctor Frávega dijo: “Su señoría, haga 
detener a este agente. 
 
Acto seguido, el Fiscal insistió ante el Juez, quien ordenó al comisario seccional que 
hiciera constituir detenido en el Palacio de los Tribunales, una vez identificado, al 
policía que había actuado de esa manera. El comisario Bagli brindó protección en todo 
momento a los magistrados. 
 
Golpean a un periodista 
 
En uno de esos tumultos, algunos policías aplicaron varios golpes a un periodista del 
diario local Crónica, mientras estaba cumpliendo sus funciones informativas y pese a 
haberse identificado en ese carácter. 
 
Se retira el magistrado 
 
Como no pudieron hacer cumplir la orden judicial, tanto el doctor Frávega como el 
doctor Flores y la secretaria, tomaron por la calle Mendoza en dirección oeste, y se 
detuvieron en mitad de cuadra a la espera del doctor Roberto Rosua, vicepresidente del 
Colegio de Abogados de Rosario, designado por este organismo para hacerse presente 
en el acto, y ver que se cumpliera con lo dictaminado por la justicia. 
 
El doctor Rosua trató de comunicarse con el presidente de la Corte Suprema, doctor 
Raúl Sala, pero al no localizarlo lo hizo telefónicamente con el doctor Virgilio Sánchez 
Almeyra, integrante del Superior Tribunal, a quien impuso de los hechos. El doctor 
Sánchez Almeyra respondió que se daba por enterado. 
 
Un nuevo intento se hizo para lograr quebrar la negativa policial. Por el mismo 
comando radioeléctrico se estableció comunicación y el fiscal, ante una nueva negativa, 
preguntó al jefe de policía quien era el que lo impedía. Se le respondió que era por 
orden superior. Al preguntar el doctor Flores: ¿Quién es el superior?, ¿Dios?, se le cortó 
la comunicación. 
 
Inmediatamente el juez y algunos abogados que se habían agregado al grupo se 
trasladaron a un estudio de la calle Buenos Aires, donde se redactó el acta 
correspondiente. 
 
Enérgica acción de la policía 
 
A todo esto los particulares que no cejaban en su intento de acercarse al lugar de los 
sucesos, eran disueltos por la enérgica acción de la policía. Algunos optaron por 
encaminarse hacia el sector más céntrico de la ciudad. En San Martín y San Luis fueron 
arrojados tres petardos, que provocaron cierta alarma. Hubo algunas corridas y los que 
fueron detenidos recobraron su libertad poco después. 
 



La zona céntrica se vio convulsionada nuevamente, pero no llegó a alterarse 
mayormente el orden, dado que la policía tomó sus precauciones. En calles que cruzan 
la de Córdoba se estableció rigurosa vigilancia y en el tramo comprendido entre Maipú 
y Avenida Corrientes se apostaron numerosas fuerzas, pero la mayor cantidad se 
mantuvo en las inmediaciones del cinematógrafo El Nilo. Por momentos en este sector 
se desvió el tránsito de vehículos. 
 
Fuente: La Prensa, sábado 15-VI-1968 
 
 
 
Un Juez y un Fiscal Agredidos por la Policía en el Tumulto de Rosario 
(La Razón, sábado 15 de junio de 1968) 
 
En Rosario 
 
Rosario (de nuestra agencia) 
 
Cuando aún no se habían acallado los comentarios y la condenación unánime de la 
represión policial efectuada la antevíspera, una nueva insubordinación de la Policía al 
Poder Judicial volvió a ser el factor desencadenante de un hecho similar que, si bien no 
tuvo las derivaciones de aquél, provocó inquietud y alarma en la zona céntrica. La 
Comisión Popular de Homenaje a la Reforma Universitaria había organizado un acto 
público de adhesión al cincuentenario de aquélla que debía realizarse anoche, a las 19, 
en la sala del cine El Nilo, situado en Sarmiento 1328, y que, en principio fue prohibido 
por la jefatura de policía. Los organizadores de la reunión, en la que debían hacer uso de 
la palabra dirigentes gremiales y profesionales, presentaron un recurso de amparo ante 
el juez del Trabajo de la segunda nominación, doctor Armando Frávega, quien hizo 
lugar al mismo ordenando a la policía que se abstuviera de impedirlo, basándose en que 
no hay estado de sitio declarado que afecte el derecho constitucional de libre reunión y 
que, por otra parte, no hay ningún estado de conmoción interna como lo reconociera 
públicamente el ministro del interior, doctor Borda. El asesor letrado de la policía 
recurrió de la resolución, que fue confirmada en todas sus partes por la Cámara de 
Apelaciones del Trabajo. 
 
No obstante esto, la policía mantuvo su decisión de prohibirlo, montando en las 
inmediaciones de la referida sala un dispositivo de represión, similar al de la 
antevíspera, que se extendía por varias cuadras a la redonda. Como se obstruyera el paso 
del público hacia el lugar de la reunión, se hizo presente el juez doctor Frávega, quien 
actuando con energía, contuvo la acción represiva de la policía, al mismo tiempo que 
exigía la comparencia del jefe de esas fuerzas, no haciéndose visible a su requerimiento 
ningún oficial de jerarquía, hasta que se advirtió la presencia, en un jeep, del comisario 
de la seccional 3ª, Alfredo Leopoldo Bagli, a quien le ordenó que no perturbara ni 
impidiera el tránsito de las personas. El funcionario manifestó que cumplía órdenes, por 
lo que el juez pidió que se comunicara con sus superiores a fin de quien indicara quien 
había impartido la orden de represión. Por el Comando Radioeléctrico el comisario 
inspector Barrionuevo contestó desde la Jefatura “que el acto no se realizaba por orden 
superior. Mientras se desarrollaba esa conversación radiofónica, efectivos de infantería 
avanzaron agresivamente contra el público, lo que motivó que el doctor Frávega 
reclamara protección para él, para el agente fiscal, doctor Edmundo Lorenzo Flores, y el 



vicepresidente del Colegio de Abogados, doctor Roberto Rosua, destacado por la 
entidad para que siguiera el curso de los acontecimientos, así como para las demás 
personas presentes. 
 
En esas circunstancias las fuerzas de represión utilizaron sus porras y la emprendieron a 
golpes contra el público en tal forma que hasta el propio juez fue derribado al suelo en 
un charco de agua, pese a que muchos de los presentes de viva voz repetían a los 
agresores la identificación del magistrado. El insólito ataque cejó cuando el doctor 
Frávega, ya incorporado, exigió enérgicamente que se suspendiera el mismo y que las 
fuerzas policiales se replegaran. También resultó víctima de los golpes de porra el 
agente fiscal, doctor Flores, así como algunos de los profesionales que lo acompañaban. 
Suspendida la realización del acto algunas personas se desplazaron por calles céntricas 
promoviendo esporádicas agitaciones mediante vítores y mueras, lo que dio lugar al 
frecuente paso de los vehículos policiales que, haciendo sonar estridentemente sus 
sirenas, daban un clima de zozobra y expectativa. En círculos forenses circuló la versión 
que un grupo de profesionales solicitó al Colegio de Abogados la aplicación de 
sanciones al ministro de Gobierno, Justicia y Culto de la provincia, doctor Manuel de 
Juano, en su carácter de colegiado y por estimar que es en gran parte responsable de 
estos reiterados alzamientos contra el poder judicial. Como consecuencia de las 
repetidas refriegas fueron detenidas 27 personas, la mayor parte de ellas estudiantes y a 
favor de los cuales se ha presentado un recurso de Habeas Corpus ante la jueza Doctora 
Zulema Staffieri, que se estima deberá pronunciarse de un momento a otro. 
 
………………………………………………………………………………………….. 
Como consecuencia de la violenta represión de anteayer frente al Centro Catalán, se 
encuentran aún internados y detenidos en el Hospital Central Municipal, Eduardo 
Saguier, de 25 años, estudiante de Sociología, domiciliado en la calle Esmeralda 1355 
de la Capital Federal, y el menor Aldo Alegrecchi, estudiante, de 15 años, que vive en 
calle Cevallos 1033. El primero, según un informe dado a conocer por la Secretaría de 
Salud Pública de la Municipalidad, presenta “contusión simple de cráneo, pequeña 
herida en la región frontal izquierda, suturada con tres puntos, contusión en el tórax y 
escoriaciones en mentón y rodilla”. En cuanto al menor Alegrecchi el informe dice que 
“tiene una pequeña herida cortante en la región frontal, suturada con dos puntos”. 
 
El directorio del Colegio de Abogados ha convocado a reunión para el lunes, a las 20, a 
fin de considerar un petitorio de un grupo de colegiados que piden se juzgue los 
procedimientos policiales y el desacato de las autoridades de esta repartición a los 
magistrados. También se solicita se dictamine con respecto a la conducta de los 
abogados que colaboran con el gobierno. El cuerpo de profesores de la Facultad de 
Derecho y el Colegio de Procuradores han dado a conocer sendos comunicados en los 
que condenan la conducta policial y el desconocimiento de sus autoridades hacia los 
jueces. Por su parte, los alumnos de la Facultad de Derecho se negaron a asistir esta 
mañana a la clase que dicta el doctor Roberto Fontanarrosa, quien ocupa la subsecretaría 
de gobierno de la provincia. 
 
Fuente: La Razón, sábado 15 de junio de 1968 
 
 
 
Apéndice-C 



 
La prevalencia de la Justicia se sostiene (La Nación, martes 18 de junio de 
1968) 
 
Una acordada de la Corte de Santa Fe en el caso de Rosario 
 
La Corte Suprema de Santa Fe dictó una acordada en la que sostiene la prevalencia de lo 
mandado por los jueces en el caso de los incidentes de Rosario. 
 
Esta decisión, así como la renuncia del ministro de Gobierno de aquella provincia –que 
fue aceptada—constituyen los hechos principales vinculados con el clima de agitación 
estudiantil. 
 
Acordada de la Corte Santafesina 
 
Rosario.- En un acuerdo realizado ayer la Corte Suprema de Justicia de la provincia 
sostiene “la prevalencia de lo mandado por los jueces”, con motivo de los episodios 
registrados la semana anterior en oportunidad de impedir la policía la realización de dos 
actos en homenaje al cincuentenario de la reforma universitaria, que habían sido 
autorizados por dos magistrados. 
 
Tras citar casos en el que el Alto Tribunal también hizo valer su intervención 
jurisdiccional en grado originario, el acuerdo expresa: “Ello sentado y sin que importe 
atribuirse facultades de avocamiento para decidir de la especie, pues importaría traer a sí 
los autos sin recurso a interferir en la órbita jurisdiccional de los tribunales comunes, 
esta Corte no está impedida de examinar objetivamente la situación planteada. El 
cumplimiento de las ordenes judiciales cualquiera fuere el grado de error o acierto de las 
decisiones o el proceder de los magistrados, es obviamente imperativo. De allí que esta 
Corte deba defender ex oficio y como representante del Poder Judicial la prevalencia de 
lo mandado por los jueces, pues aún para el supuesto extremo de que lo ordenado fuera 
contra derecho, los magistrados son responsables en otro ámbito de lo que deciden, sin 
que quepa discutirles ni el alcance de sus resoluciones ni la oportunidad de ellas, y 
menos su legalidad, como está explícitamente establecido en las normas positivas 
vigentes. Por tanto y de conformidad con lo dictaminado verbalmente y en lo 
substancial en este acto por el señor Procurador General, se resuelve: Así declararlo y 
hacerlo saber al Poder Ejecutivo a sus efectos”. 
 
Fuente: La Nación, martes 18 de junio de 1968) 
 
 
 
Defiende la Corte lo Mandado por los Jueces (Crónica, Rosario, lunes 17 de 
junio de 1968) 
 
La Corte Suprema de Justicia ha dado a conocer hoy, poco después de mediodía, un 
acuerdo relacionado con los acontecimientos de pública notoriedad ocurridos en nuestra 
ciudad, con motivo de decisiones judiciales que desconoció la policía. Al respecto, el 
alto tribunal sostiene que debe defender “la prevalencia de lo mandado por los jueces” y 
agrega respecto a la cuestión planteada, que “los magistrados son responsables en otro 
ámbito de lo que deciden, sin que quepa discutirles ni el alcance de sus resoluciones, ni 



la oportunidad de ellas y menos su legalidad, como está explícitamente establecido en 
las normas positivas vigentes”. La resolución está firmada por el presidente, los 
ministros y el Procurador General y dice textualmente: 
 
“Considerando: I) Esta Corte ha repelido, en diversas oportunidades, su intervención 
jurisdiccional en grado originario, fuera de los casos expresamente determinados por la 
Constitución Provincial (Municipalidad de Santa Fé c/propietario desconocido. 
Expropiación, A. y S. 17-291; juris 26-240 y exhorto del Dr. Piccolomini en autos: 
“Jorge A. Firpo s/Estafa. Su detención”, 21-330, criterio que reiteró en el caso “Adolfo 
Juan Leiva. Ejercicio ilegal de la profesión”, Acuerdo de Superintendencia del 4/4/68, 
volviéndolo a sostener en el Acuerdo también de Superintendencia del 2/5/68, punto 5º, 
par.2º). 
 
II) Ello sentado y sin que importe atribuirse facultades de avocamiento para decidir en 
la especie, pues importaría traer a sí los autos sin recurso e interferir en la órbita 
jurisdiccional de los tribunales comunes, esta Corte no está impedida de examinar 
objetivamente la situación planteada. El cumplimiento de las órdenes judiciales, 
cualquiera fuera el grado de error o acierto de las decisiones o del proceder de los 
magistrados, es obviamente imperativo. De allí que esta Corte deba defender exofficio y 
como representante del Poder Judicial (artículo 92, inc.1º Constitución Provincial) la 
prevalencia de lo mandado por los jueces, pues aún para el supuesto extremo de que lo 
ordenado fuere contra derecho, los magistrados son responsables en otro ámbito de lo 
que deciden, sin que quepa discutirles ni el alcance de sus resoluciones, ni la 
oportunidad de ellas, como está explícitamente establecido en las normas positivas 
vigentes (Ley No. 6275 Orgánica de la Policía, arts.13, 14, 16, 47 inc.8º; decreto 
reglamentario número 02633/67, arts.6º, inc 1º a 4º). Por tanto y de conformidad con lo 
dictaminado verbalmente y en lo substancial en este acto por el Señor Procurador 
General, se resuelve: Así declararlo y hacerlo saber al Poder Ejecutivo a sus efectos. 
Con lo concluyó el acuerdo. Aprobada la presente, la firmaron el presidente, los 
ministros, y el Procurador General, por ante mí que doy fe.- (Fdo): Sala, Pérez Martín, 
Rodríguez Sager, Sánchez Almeyra, Sanguinetti, Giavedoni: Enrique S. A. Mallén, 
secretario”. 
 
Fuente: Crónica, Rosario, lunes 17 de junio de 1968) 
 
 
 
Apéndice-D 
 
Dos jueces aplicaron un arresto al jefe de policía de Rosario. Los 
doctores Frávega y Gardella le impusieron la sanción máxima de 15 días, y de 14 
días a otros dos funcionarios policiales (La Prensa-lunes 17 de junio de 1968, p.9). 
 
Rosario (Santa Fe)—Por la actitud de la policía de esta ciudad, que desacató 
resoluciones judiciales que permitían la realización de dos actos de homenaje a la 
Reforma Universitaria, dos magistrados locales aplicaron sanciones de arresto contra el 
jefe de policía, comandante mayor de Gendarmería ® Abel Horacio Verdaguer, y otros 
funcionarios dependientes de esa jefatura. 
 



Como informó “La Prensa”, el primero de dichos actos debía efectuarse el jue3ves 
anterior en el Centro Catalán, y fue prohibido por la Jefatura de Policía. Ante ello, la 
Comisión Nacional de Homenaje a la Reforma Universitaria, entidad organizadora, 
interpuso recurso de amparo, a lo que hizo lugar el juez en lo civil y comercial, doctor 
Juan Carlos Gardella, resolución que fue notificada a las autoridades con suficiente 
anticipación, las que desobedecieron el mandato. 
 
Resolución de uno de los jueces 
 
Al aplicar ahora las sanciones de referencia, el juez doctor Gardella expresa en su 
resolución que los agentes del orden impidieron el acceso del público al local donde 
debía realizarse el acto, por lo que se constituyó personalmente en el lugar y exhortó 
repetidamente a la policía, en su carácter de magistrado actuante, a deponer esa actitud, 
que significaba –dijo—rebelarse contra la autoridad del tribunal. 
 
Ateniéndose a los hechos tal como se ha comprobado –agrega—el jefe de Policía de 
Rosario, comandante mayor (R) Verdaguer, y el comisario de la 1ª sección, Alfredo 
Leopoldo Bagli, aparecen como los responsables principales de la desobediencia de la 
orden judicial. 
 
Dice más adelante que el criterio de la sanción no puede estar sino dirigido por la 
gravísima índole de la desobediencia en que incurrieron esos funcionarios, pues 
conocían la existencia de la orden de amparo, sabían que debían darle cumplimiento y, 
pese a ello, no acataron la disposición judicial. Además, añade el juez, aquéllos 
dispusieron no sólo impedir el acceso del público, sino que ordenaron a sus 
subordinados y tropa proceder, en presencia del suscripto, a la represión violenta de 
quienes en forma pacífica y acompañados por un juez, estaban ejerciendo el derecho de 
transitar hacia aquel local. 
 
Hechos como los ocurridos –sostiene luego el magistrado—constituyen no solamente 
un ataque contra la autoridad del tribunal, sino que también atentan contra el prestigio 
de la propia institución policial, todo lo cual lleva a la conclusión de que los 
funcionarios responsables se hacen acreedores al máximo de la sanción disciplinaria que 
la ley autoriza”. 
 
Las sanciones aplicadas por el juez Doctor Gardella son de 15 días de arresto para el 
Comandante Verdaguer, y 14 días para el comisario Bagli. 
 
Del juez Doctor Frávega 
 
Una resolución en igual sentido dictó el juez del Trabajo, doctor Armando Frávega, 
quien aplica también un arresto de 15 días al jefe de policía, y arresto de 14 días a los 
comisarios Manuel Miguel Valdebenítez y Alfredo Leopoldo Bagli, funcionarios que 
deberán presentarse ante el magistrado para determinar el lugar donde cumplirán la 
medida disciplinaria impuesta. 
 
La resolución del juez Frávega se basa, como en el caso anterior, en la desobediencia, 
por parte de las autoridades policiales, de la resolución judicial haciendo lugar a un 
recurso de amparo interpuesto por los organizadores de un acto de homenaje a la 



reforma universitaria que debía realizarse el viernes anterior en el local del 
cinematógrafo El Nilo, de esta ciudad. 
 
Como se informó, la Cámara del Trabajo, sala I, había confirmado la resolución del 
doctor Frávega referente al recurso presentado por la Comisión Popular de Homenaje a 
la Reforma Universitaria, y no obstante haberse comunicado esta decisión a la jefatura 
de policía y de haberse hecho presente el propio juez en el lugar donde debía 
desarrollarse el acto, la policía impidió su realización, y procedió a reprimir por la 
fuerza los intentos de los organizadores y público por acercarse al local. 
 
Arbitrariedad de la autoridad policial 
 
Al disponer el arresto de los mencionados funcionarios el magistrado expresa que de los 
hechos producidos se desprende la arbitrariedad de las autoridades policiales actuantes, 
de permanente desobediencia a la justicia. 
 
Además –añade—agrava la situación el hecho de que se agrediera al agente fiscal, 
doctor Edmundo Flores, por un oficial presuntamente apellidado Figueroa, y que no 
obstante haberse impartido orden de remitirlo detenido al Palacio de los Tribunales, 
hasta el momento ello no se ha cumplido”. 
 
Al referirse, tras otras consideraciones, a la conducta del jefe de policía, dice el juez que 
ella reviste “mayor gravedad, porque ignora y desafía el mandato judicial, todo lo cual –
añade—quebranta el lógico equilibrio que debe existir en un ente social organizado, y 
en especial el imperio y la majestad de la justicia. 
 
“Es indudable –afirma el magistrado finalmente—que estos hechos deben reprimirse 
con las medidas disciplinarias que corresponden, y que por ser en este caso de una 
gravedad inusitada, deben sufrir la máxima sanción”. 
 
Fuente:  La Prensa-lunes 17 de junio de 1968, p.9 
 
 
La Policía de Rosario Apelará la Sanción Aplicada a Dos Altos Jefes 
(La Razón, miércoles 19 de junio de 1968) 
 
Cedió la Tensión de la Víspera en torno al Agudo Conflicto 
 
Rosario.- (De nuestra agencia)- Aunque subsiste aún el litigio entre la justicia y la 
policía local, como consecuencia de los violentos incidentes estudiantiles registrados la 
semana pasada, que motivaron sendas sanciones de arresto por parte de los jueces 
doctores Juan Carlos Gardella y Armando O. Frávega, contra el Jefe de Policía de 
Rosario y dos comisarios, la situación tiende a normalizarse en el ambiente forense y 
tribunalicio circunscribiéndose, ahora, a la disyuntiva legal de las medidas aplicadas. 
Trascendió que el gobierno provincial, a través de sus organismos legales estudia la 
situación planteada al jefe de policía y a los dos comisarios sancionados, para establecer 
el alcance de las resoluciones judiciales. También se habría abordado el temperamento 
de apelar dichas resoluciones, lo que se haría el viernes, fecha del vencimiento para la 
presentación. Entretanto, en el Salón Blanco de la Casa de Gobierno, en la ciudad 
capital de la provincia, asumió el nuevo Ministro de Gobierno, Justicia y Cultura, doctor 



Alfredo Antonio Correa, quien reemplaza al doctor Manuel de Juano, que dimitió a su 
cargo como consecuencia de los incidentes estudiantiles y la represión policial del 
jueves y viernes últimos. El acto fue presidido por el gobernador, contra-almirante 
Eladio M. Vázquez. También asumió el nuevo secretario general de la Gobernación, 
señor Agustín Olmedo Santillán, que reemplaza el doctor Correa. 
 
En la secretaría de la jefatura de policía de esta ciudad, se confirmó hoy a La Razón que 
el titular, comandante mayor de Gendarmería Nacional ®, Abel Horacio Verdaguer, 
sufrió en la víspera un accidente en la Av. del Libertador y Figueroa Alcorta, de la 
Capital Federal, mientras conducía su automóvil de regreso a Rosario. El Comandante 
Verdaguer resultó con tres costillas fracturadas y contusiones en la cabeza, siendo 
asistido en el Hospital Militar, para luego retirarse a su domicilio particular. Las 
lesiones no revisten gravedad. El jefe de policía se había trasladado a Buenos Aires por 
razones familiares. 
 
En las últimas horas de hoy, en la Facultad de Derecho, se realizará un acto organizado 
por la coordinadora estudiantil de dicha casa de enseñanza, para tratar los 
acontecimientos que son de dominio público. La entidad anuncia que estará presente el 
juez doctor Juan Carlos Gardella. 
 
Fuente: La Razón, miércoles 19 de junio de 1968 
 
 
 
Apéndice-E 
 
El texto de la ley 
 
En su parte dispositiva, la ley expresa: 
 
Artículo 1º Declarase intervenida la provincia de Santa Fe, al solo efecto de reorganizar 
su Poder Judicial. 
 
Art.2º El comisionado que a tal efecto se designe tendrá facultades para remover y 
reemplazar a los magistrados y funcionarios judiciales de la provincia, con arreglo a las 
instrucciones que le serán impartidas por el Ministerio del Interior. 
 
Artículo 3º Los gastos que demande el cumplimiento de la presente ley se harán de 
rentas generales con imputación a esta. 
 
Art.4º De forma 
 
 
Apéndice F 
 
La Sangrienta Dictadura Argentina (Denuncia (New York), abril 1979) 
 
por Eduardo Saguier 
 



Para el tercer aniversario del golpe militar en la Argentina el Dr. Eduardo Saguier 
contribuye el siguiente escrito a las páginas de Denuncia. En él plantea las 
características fascistas y terroristas de la actual dictadura argentina y hace un llamado a 
la conformación de un amplio frente político de resistencia que devuelva el país a su 
curso democrático. 
 
El Dr. Saguier es un dirigente del partido Unión Cívica Radical de la Argentina. 
Actualmente se encuentra en exilio voluntario en los Estados Unidos, donde se 
desempeña como profesor de historia en la Washington University de St. Louis, 
Missouri. 
 
Los golpes de estado son un hecho familiar en la historia argentina contemporánea a 
diferencia de lo ocurrido en otros países como Uruguay y Chile. Todos estos golpes han 
obedecido a la finalidad de someter nuestra economía neocolonial al control de las 
corporaciones norteamericanas y la oligarquía terrateniente, lo que a su vez significa 
salarios de hambre y legislación social reaccionaria. El propósito principal de este plan 
político económico, a pesar de la política de derechos humanos de Carter, sigue 
sirviendo para acrecentar la acumulación capitalista, la cual es a su vez transferida a los 
grandes centros metropolitanos del capital financiero. 
 
Lo que distingue a la actual dictadura argentina de la de los años anteriores son su 
características terrorista y fascista. Además de borrar a los partidos políticos, a las 
federaciones obreras y asociaciones estudiantiles, interviniendo universidades, 
expulsando profesores y disolviendo las carreras científicas, prohibiendo huelgas y 
actividades sindicales, la Junta Militar argentina ha desatado un holocausto sin paralelo 
en la historia contemporánea de América Latina; tanto más amplia y cruel que el terror 
del a Cuba Batistiana, la Dominicana de Trujillo, y el Paraguay de Stroessner. 
Paradójicamente la prensa de los Estados Unidos, que gasta tanto tiempo en tratar de los 
disidentes soviéticos, apenas menciona al drama argentino. 
 
Pinochet fue el consejero 
 
Todo parece indicar que el presidente Pinochet aconsejó al Presidente Videla que no 
cometiera los mismos errores. En vez de reprimir a los enemigos vestidos de militar, 
Pinochet aconsejó que lo hiciera de civil. Desde el golpe militar de marzo de 1976, en 
nombre de la moral y la civilización occidental y cristiana, y con la declarada intención 
de retornar al país a una “democracia estable moderna y capitalista”, la dictadura ha 
victimizado entre 15.000 y 20.000 detenidos, torturados y/o asesinados por las fuerzas 
del gobierno y sus escuadras paramilitares. 
 
La realidad de la represión llega a extremos inimaginables. Hasta a los niños y los 
ancianos se los tortura. Se encuentran cuerpos mutilados flotando en el Río de la Plata, 
muchos con los estómagos abiertos para evitar que floten, o cremados temprano en la 
madrugada por personal especializado en los cementerios públicos. Miles de personas 
desaparecidas están todavía con vida, detenidas en prisiones y campos especiales (New 
Republic, dic.1978). Nunca antes los políticos habían tenido tanto miedo de expresar su 
punto de vista. 
 
Abogados y organizadores de derechos humanos dentro del país calculan que, desde 
1976, entre 20.000 y 30.000 habeas corpus han sido sometidos tratando de localizar 



desparecidos. Además de los grupos de madres que se han formado para protestar 
vigorosamente todas las semanas por sus familiares desaparecidos, otra coalición ha 
surgido. Se llama “Abuelas de los Presos”. Estas son las madres de unas 1.000 mujeres 
que fueron secuestradas mientras estaban embarazadas. Existe evidencia irrefutable que 
los niños que sobrevivieron el parto en la prisión son vendidos en un “mercado negro de 
bebés”. 
 
La Represión no ha parado 
 
Pero esta represión criminal no paró después de la casi total derrota de lo que la 
dictadura llama “subversión”. El círculo de víctimas continuó a expandirse. Primero, 
incluyó a todos aquellos que los militares opinaron habían cometido actos subversivos 
(como propagandizar huelgas). El año pasado, durante la huelga ferroviaria, un obrero 
que estaba piqueteando fue fusilado en la Estación Central de Buenos Aires por el 
Ejército. Su cuerpo se exhibió en la televisión nacional como muestra de lo que recibiría 
toda persona que se atreviese apoyar una huelga. 
 
A este grupo los militares agregaron, más tarde, todos aquellos que habían apoyado 
inocentemente estos actos a través de imprimir materiales o alquilar casas u oficinas. 
Después se incluyeron aquellos que por sus profesiones, podían haberlos defendido, 
tales como los abogados. Y finalmente se sumaron los amigos y colegas de los que 
tenían esos contactos. En esta represión criminal hasta personas que tienen el mismo 
apellido son secuestradas. 
 
Pero para la dictadura militar, la denuncia de crímenes políticos cometidos en Argentina 
es percibido como parte de una campaña internacional contra el país, apoyada por 
marxistas infiltrados en el Vaticano, en los partidos social-demócratas europeos y hasta 
en el Departamento de Estado norteamericano. Por supuesto esperan remover este sector 
opositor una vez que el Presidente Carter sea derrotado electoralmente. En ese sentido 
Videla y Pinochet presionan fuertemente en Washington, en alianza con Stroessner y 
Somoza. 
 
Los militares que detentan el poder en la Argentina tercermundista admiten ellos 
mismos que están luchando en lo que llaman una “sucia Tercera Guerra Mundial” 
contra delincuentes ideológicos y prácticos. Delincuentes prácticos son considerados los 
guerrilleros, los miembros de partidos políticos, activistas sindicales y estudiantiles. 
Para ser un delegado sindical en la Argentina uno necesita un certificado de buena 
conducta emitido por la Policía Federal. Delincuentes ideológicos son, en cambio, 
artistas, científicos, periodistas, curas tercermundistas, y hasta Testigos de Jehová. 
 
Los Estados Unidos y muchos otros países de Europa Occidental han cesado su ayuda 
militar a varias dictaduras latinoamericanas por la política represiva que éstas ejercen. 
En consecuencia, las fascistizadas clases dominantes de Argentina y Chile, en alianza 
con las corporaciones multinacionales de la industria bélica, han estado implementando 
un supuesto conflicto fronterizo para justificar el gasto de inmensas porciones de sus 
exhaustos presupuestos en el rearmamento de sus burocracias terroristas. Una vez 
cumplido este objetivo han decidido ayudar a sus socios menos afortunados de esa 
cadena de horror y muerte en que se ha convertido América Latina. Por ejemplo., la 
Argentina ha reexportado recientemente armamento militar, comprado a países 
occidentales para luchar contra los chilenos, a la dictadura represiva de Somoza 



(Denuncia, dic.1978). Igualmente, la dictadura argentina ha tenido charlas con el 
gobierno de Pretoria dirigidas a establecer una organización para la defensa del 
Atlántico Sur y asentar la emigración de la burguesía blanca Rhodsiana en la Argentina 
con la excusa de “la transferencia de tecnología a través de la migración (Lernoux, The 
Nation, set.1978). 
 
Un Vocabulario Nuevo 
 
Para descubrir exactamente que es lo que quieren estas dictaduras fascistas tenemos que 
entender un vocabulario extraño. Videla llama “democracia moderna y estable” a lo que 
Pinochet bautizó como “democracia autoritaria”. La vinculación entre ambos términos 
es que el papel de las Fuerzas Armadas es garantizado y perpetuado. En la Argentina, a 
diferencia de Chile o Uruguay, un proceso político “abierto a todos los sectores excepto 
los terroristas y los corruptos” fue prometido por la dictadura desde un principio sin 
haberse cumplido nunca. Por supuesto los militares terroristas son los únicos que 
pueden juzgar quién es terrorista y corrupto. De hecho, el ministro de Economía 
Martínez de Hoz, máximo representante de la oligarquía, admitió en la conferencia del 
Fondo Monetario Internacional en San Francisco que, antes del golpe militar, hombres 
de negocios habían financiado organizaciones terroristas de ultraderecha. Esto habla por 
si solo, o como decimos nosotros “a confesión de parte relevo de prueba”. ¿Quién, 
entonces, bajo esta “nueva democracia moderna” está calificado para decidir quien no 
es corrupto ni terrorista? 
 
A la luz de la trágica situación del pueblo argentino, yo como representante del partido 
Unión Cívica Radical argentino, en exilio voluntario, le pido a mis compatriotas y a los 
ciudadanos de otros países latinoamericanos en el exterior, que unan sus fuerzas para 
organizar un amplio frente político de resistencia, y demando de los pueblos –amantes 
de la paz, la libertad y el derecho humano—la solidaridad de luchar donde sea que estén 
y de cualquier posición que puedan detentar, contra la dictadura fascista Argentina y sus 
aliados internacionales hasta su derrota final. 
 
Fuente: Denuncia (New York), abril 1979. 
 
 
Apéndice G 
 
Argentina´s bloody dictatorship (leído en un Congreso Internacional de DDHH 
celebrado con el auspicio de la American Civil Liberties Union en St. Louis, Missouri, 
en el mes de enero de 1979, y posteriormente publicado en Minnesota Daily, vol.80, n. 
137 y 138, Wednesday March 28, and Thursday March 29, 1979; y en Student Life (St. 
Louis, Missouri), Friday February 9, 1979, page 7). 
 
 
by Eduardo Saguier 
 
In the twentieth century history of Argentina, unlike that of Uruguay or Chile, military 
coup d´etats have been a common fact. All of them obeyed to a higher or lesser degree 
the goal of resorting the control of their neo-colonial economies to the North American 
corporations, and the landowning oligarchies, which meant reinstating starvation wages 
and reactionary social legislation. The sole purpose of this economic policy, despite 



Carter´s weak human rights policies, serves to increase the rate of capital accumulation 
which then is transferred to the metropolitan headquarters. 
 
What distinguished today´s Argentine dictatorship from those that preceded it is its 
fascist and terrorist features. Besides wiping out political parties, labor federations and 
student associations, intervening universities, firing professors and dissolving scientific 
careers, forbidding strikes and union activities, the Argentine military Junta has 
unleased a holocaust unmatched in the twentieth century history of Latin America, 
dwarfing in scope and cruelty the terror of Batista´s Cuba, Trujillo´s Dominican 
Republic or Stroessner´s Paraguay. Paradoxically, the mass media of the U.S.Ñ that 
consumes such amount of energies in finding out Soviet dissidents, hardly mentions 
Argentina´s drama. 
 
For what a lot of Argentines have heard, among political circles is that Pinochet advised 
Videla not to commit his own mistakes. Instead of repressing political enemies i8n 
military uniforms Pinochet told Videla to do it whithout them. Since the military 
takeover on March 1976, in the name of morality and Western Christian Civilization 
and with the stated ultimate goal of returning the nation to a stable modern capitalist 
democracy”, between 15,000 and 20,000 people have been jailed, tortured and/or 
murdered by government forces and paramilitary squads. 
 
Reality goes far beyond imagination. Even the elderly and the children are tortured. The 
mutilated bodies of those that happened to be abducted have been dumped in the River 
Plate after opening their stomachs to avoid floating, or cremated late at night by special 
personnel at public cemeteries. Thousands more disappeared people are still alive, held 
somewhere in prisons and special detention camps (New Republic, Dec.1978) Former 
Bolivian President Juan José Torres and two Uruguayan Senators, Zelmar Michelini and 
Héctor Gutiérrez Ruiz, were kidnapped and killed in downtown Buenos Aires during 
the daytime, by the military. Two Argentine deputies of the Radical Civic Union party, 
Mario Amaya and Angel Pisarello, were murdered while in prison. The Argentine 
ambassador to Venezuela during this same military regime, Dr. Héctor Hidalgo Solá, 
was kidnapped and killed while visiting his daughter in Buenos Aires as a result of a 
naïve speech he gave in Caracas announcing future free elections. 
 
Politicians of all sorts are as never before afraid to express their own views. Even Social 
Democratic leaders have been treated inhumanely. For example, the old head of the 
Radical Civic Union Party. Dr. Ricardo Balbin, was twice in one year violently put in 
prison after having to put his hands behind his neck and suffer the humiliation of being 
personally searched for weapons during an informal lunch. 
 
Lawyers and human-rights organizations within the country estimate that, since 1976, 
between 20,000 and 30,000 writs of habeas corpus have been filed in efforts to locate 
missing persons. Besides the group pf mothers who have come together to boldly 
protest every week in the downtown plaza of Buenos Aires to petition authorities for 
information about the disappearances, another coalition has now publicly emerged. It 
calls itself “Grandmothers of Prisoners”. These are mothers of about 1000 women who 
were kidnapped while pregnant. There is confirmed evidence that those children who 
survived prison birth are being sold in a sort of a baby black market. 
 



But this criminal repression did not stop after what the dictatorship calls “subversion” 
was almost completely defeated. The circle of victims continued to expand. First, it was 
those that military-men believed to have committed what they called subversive acts 
(like propagandizing strikes). Last year, during a railway strike a member of a picket 
line was shot to death in the Central Station of the Army. His body was shown on 
national TV as the fate to be received by anyone daring to support the strike. Then it 
was those thought to have innocently supported these acts by means like printing literate 
material or renting offices or houses; then it was those who, by reason of their 
professions, might have defended them, such as lawyers; then it was the friends and 
colleagues of those who had such contact, and so on. In this criminal repression even 
people who happened to have the same name used to be kidnapped. 
 
But for the military dictatorship, the denunciation of political crimes committed in 
Argentina is perceived as being part of an international terrorist campaign against the 
country, supported by Marxists” who have infiltrated the Vatican State, the European 
Social Democratic parties and even the American State Department (such as Patrice 
Derian and Andrew Young). Of course, they expect to remove this unfriendly wave 
once President Carter is electorally defeated. In that sense, Videla and Pinochet´s 
lobbies in alliance with Stroessner and Somoza´s lobbies are working hard in 
Washington. For the military junta political prisoners are categorized as “common 
delinquents”. That is why the military junta becomes furious any time foreign 
newspapers react to violation of human rights in Argentina, because they claim that 
today in Argentina there are no political prisoners. Of course, for the military junta, the 
human rights of “common delinquents”  do not count. Deviancy like homosexuality, 
prostitution and drug addiction is considered a common crime and as such they are 
treated. That was the case of 60 drug addicts and homosexuals who were killed while 
protesting against tour of inspections and beatings in Villa Devoto´s Prison last May. 
 
These reactions, according to former senator and Radical Civic Union leader inn exile 
Hipólito Solari Yrigoyen, offend the national independence” to perform kidnappings, 
tortures and killings (Le Monde Diplomatique, Dec.1978). In order to counteract these 
denunciations the military junta contracted the service of a very well known American 
public relations firm Burston Marsteller. The latter advised the government to go ahead 
with the last World Soccer Championship and try to benefit from it as Hitler did with 
the 1936 Olympic Games held in Berlin. 
 
Requiring this kind of international academic agreements by North American 
institutions with countries governed by fascist dictatorships should not surprise. 
 
The military men in power in Third World Argentina admit themselves that they are 
fighting what they call a “dirty Third World War” against practical and ideological 
delinquents. Practical delinquents are considered the guerrilla men, the members of 
political parties, and union and student activists. To be a union representative in 
Argentina one needs a good behavior certificate issued by the Federal Police. 
Ideological delinquents are instead artists, scientists, journalists, Third World Catholic 
priests, and last but not least, Jehova Witnesses. Forty-five of them are still in prison. 
Last year two French nuns were abducted and murdered for having helped the families 
of the disappeared. The military government is convinced, that by assuming the burden 
of this dirty crusade it is doing Western Civilization a great favor. 
 



Because of the repressive policies of Latin American dictatorships, the United States 
and Western European governments have banned many Third World co9untries from 
receiving credits of any sort to buy military equipment. Consequently both fascistized 
ruling classes of Argentina and Chile in alliance with the multinational war industry 
corporations, some of which have headquarters in St. Louis, have been implementing an 
assumed border conflict in order to justify spending enormous portions of their 
exhausted budgets to rearm their terroristic bureaucracies. Once they accomplished their 
rearm purposes they have decided to help their most unlucky partners in that chain of 
horror and death that has become Latin America. As a proof of this accusation of the 
existence of an international “weapons clearing” network among fascist dictatorships, 
Argentina has very recently re-exported military equipment bought in Western countries 
to fight the Chileans, to the repressive Somoza dictatorship. (Denuncia, December 
1978, p.10) Similarly, the Argentine dictatorship has held talks with the Pretoria (South 
African) government regarding the establishment of a South Atlantic defense 
organization and the resettlement of the newly emigrated white Rhodesian bourgeoisie 
in what they euphemistically entitled a “transfer of technology through migration” 
(Lernoux, The Nation, Sept.1978). 
 
But to move backward the wheels of history without being challenged, the military 
dictatorship had to ban not only essential freedoms but also free thinking. As Noam 
Chomsky has stated, freedom is always a threat to the commissars. Security forces have 
have extended their admitted “dirty Third World War” against what they called 
“ideological delinquents” Among them were the professions of psychiatry, psychology 
and psychoanalysis, professions which are considered fundamentally subversive. Then 
came the disciplines like sociology, anthropology and history. And last but not least 
came the “new math” which is suspected of being subversive because it allegedly 
emphasizes relatives over absolutes and questions the validity of the formal logic (La 
Nación, Nov.26 of 1978). 
 
Academic and cultural life in general have been destroyed in Argentina. Totally 
innocuous books and artists are banned. Vargas Llosa, García Márquez and Cortazar´s 
books were forceably put out of circulation, and theoretical discussion in humanities 
courses is considered dangerous. The School of Philosophy of the University of Buenos 
Aires placed Henry Wallon, Erick Fromm and Jean Piaget on its black list as Freudian 
and Marxist (The Chronicle of Higher Education, December 1978). Because of the 
poverty overcoming the lower classes, the primary school rate is now 50 percent—
something previously unheard of in Argentina. 
 
Half a million Argentines have left their country since the coup, most of them 
professionals and technicians. Anyone involved in political activities or the social 
sciences is in great danger. Many of those who foresaw their peril have fled the country 
to Madrid, Rome, Paris, Mexico, and Caracas rather than live with the threats of 
kidnapping and penury. Many of those that naively resisted to runaway were kidnapped. 
Even Brazil, in spite of its right wing military dictatorship has become a paradise 
compare with Argentina´s nightmare. Anti-semitism in Argentina has been a permanent 
threat since the 1920´s. Although no jew dared to wear the yamaka before the coup, 
when the military discovered that a few jews were financially connected with the leftist 
guerrilla, anti-semitism revived to such a degree that many Jews had to leave the 
country. 
 



To figure out what these actual fascist dictatorships are looking for we have to deal with 
a strange vocabulary. Videla calls “stable modern democracy” what Pinochet baptized 
as an “authoritarian democracy”. The common meaning of both labels is that the role of 
the Armed Forces will be guaranteed and perpetuated. In the case of Argentina, unlike 
Chile or Uruguay, a political process “open to all sectors except the terrorists and the 
corrupt” has been promised since almost the very beginning of the dictatorship without 
yet being accomplished. Of course, the terroristic military-men are the only ones able to 
judge who is a terrorist and who is corrupt. In fact, Economic Minister Martínez de 
Hoz, the most representative member of the oligarchy, admitted after being challenged 
by Amnesty International at a recent Conference of the International Monetary Fund 
held in San Francisco that, prior to the military coup, businessmen have financed a 
right-wing para-military terrorist organization. This last statement speaks for itself, or as 
we used to say in our countries “a confesión de parte relevo de prueba”. After what the 
Economic Minister publicly acknowledged, it remains to be asked who in this new 
modern democracy is qualified to decide who is not corrupt and who is not a terrorist. 
 
In light of the tragic condition of the Argentine people, I as a representative of the 
Argentine Radical Civic Union party in voluntary exile, ask my countrymen and 
citizens of other Latin American countries living abroad to join forces to organize a 
broad political front of resistance, and to the people of this country –lovers of peace, 
freedom and human rights—I ask the solidarity to fight from wherever they happen to 
be and from whatever position they might hold, against the Argentine fascist 
dictatorship and its international allies until their final defeat. 
 
Readers interested in additional information about the Argentine dictatorship may write: 
The Committee for Constitutional and Human Rights in Argentina, Box 234, Station A, 
Richmond, CA 94808- 
 
Source: Minnesota Daily, vol.80, n. 137 and 138, Wednesday March 28, and Thursday 
March 29, 1979; and Student Life (St. Louis, Missouri), Friday February 9, 1979, page 
7 
 
 
Argentina: prey to terrorists of the left and the right (Student Life, Friday, 
February 16, 1979, page 15) 
 
by Mario P. Gómez 
 
Some people believe in UFO´s, some believe in astrology, some in quack doctors, Mr. 
Saguier believes in what he wrote in the Student Life issue of February 9, and some 
candid readers will believe his story. But all readers will agree with me that no rational 
argument or incontrovertible evidence presented by their opponents will make them 
believe otherwise. They want to believe their fantasies, and their fantasies are their 
reality. Putting things out of context, adding a couple of zeros here and there, injecting 
properly selected citations from reputable sources make their stories more believable by 
a candid audience. 
 
Of course one can always trace any historical event down to Adam and Eve. But there 
are more immediate historical facts that can and should be used to explain more 
rationally the course of recent history. The facts are that Argentina, a highly educated, 



urban and prosperous country, even using European standards, was chosen in the late 
1960s as a juicy target for the newly developed tactics of urban guerrilla. Properly 
trained in Algeria and Cuba by their own admission, very well financed by Peron and 
international groups with headquarters in Paris, where Cortazar was one of their 
intellectual mentors, they struck for the first time early in the 1970, kidnapping and 
eventually killing former President Aramburu, head of the Argentine People´s Union. 
By then Aramburu was organizing a political coalition, including the Peronists, to force 
the military government of Ongania to hold general elections. 
 
Two main guerrilla groups were operating the Trotzkiite ERP (Revolutionary Peoples 
Army) very small (a few hundreds) and  well organized, and the Montoneros –directly 
allied with the Peronists-nationalist and anti-Semite. The latter could be traced back to 
the Nazi sympathizing Nationalist Alliance of the late 1930 and 40s, and to the Tacuaras 
of the early 1960s. 
 
During 1971 and 1972, the number of indiscriminate killings, kidnappings, bank 
robberies, increased manifold. Their targets were American diplomats, union leaders, 
politicians, military, judges, lawyers, etc. No segment of the population was free from 
their attacks and intimidation. Never before since the frontier days had Argentina seen 
such level of violence, such disregard for human life. The tragic paradox was that in the 
name of the Argentine people, a handful of terrorists, less than a thousand by 1972, 
committed every atrocity they wished without ever gaining support from the people 
they claimed to defend. The truth was that they were all of high middle or upper class 
origin, mostly college students or white-collar employees. Not a single incident has ever 
been reported where a blue-collar worker participated, or was killed as a member of 
terrorist groups. The vast majority of the Argentine people did not approve the urban 
guerrillas and repudiated the wave of terror and assasinations. On the other hand, there 
were many people afraid, especially among politicians who did not dare to criticize the 
terrorists publicly. Many politicians went as far as saying that the guerrilla violence was 
the consequence of having the military in government. 
 
Late in 1972, President Lanusse (a general) appointed Dr. Mor Roig as Minister of the 
Interior to organize the transition from military to civilian government (Dr. Mor Roig 
belonged to Mr. Saguier´s Radical Civic Union) and was later assassinated by the 
terrorists during Peron´s government. 
 
Free elections were held in March 1973. The Peronists won with Dr. Campora as 
presidential candidate. Peron himself had been banned by the military. The Radicals 
were runners-up with about 24 percent of the ballots. They pledged support to the 
Peronist government and lived up to their pledge till the very end. 
 
Several well known leftists with terrorists connections were either elected to provincial 
governments or were appointed to important cabinet or administrative positions. 
Campora was sworn in on May 25, 1973. That same day a couple hundred terrorists 
were freed by the new government. Most of them were eventually jailed again, or killed 
in new terrorist activities. 
 
Late in June 1973, when Peron returned from exile in Spain, with Campora as President, 
the first confrontation between opposing leftists and rightists groups within the 
Peronists took place. It happened near Ezeiza International Airport. The fight lasted all 



night and several hundred people were killed. It did not matter who was right or wrong. 
The politicians, including Mr. Saguier´s Radicals chose to ignore the event in order not 
to spoil their honeymoon with Peron. 
 
In July 1973, Peron kicked President Campora out of office. A puppet president was 
installed for the interim period after which new elections were held. This time Peron 
obtained around 60 percent of the votes. The Radicals were second again. They had 
hoped to get one of their men, possibly Balbin, in the ticket with Peron, but Isabel Peron 
ran for vice-president. The two years that followed, Mr. Saguier´s opinions not 
withstanding, were the darkest in Argentine history in at least a century. The 
Montoneros, now with powerful friends in government, and the ERP, continued with 
the assassinations, robberies and kidnappings (although now the military were not in 
power). Within the Peronist party the internal struggle between leftists and rightists 
acquired bloodier proportions. Corruption permeated every branch and level of the 
government. Even witchcraft was practiced at the highest levels. The Radicals 
consented with their silence. By March 1976, Argentina was on the verge of total chaos. 
The Congress, of which the Radicals were part, had continually avoided dealing with 
the most critical issues by not passing the bills necessary for constitutional solutions to 
the problems that were crippling the Nation. Not since the France of Vichy had a 
country been led, with few exceptions, by such a group of incompetent, corrupt and 
cowardly politicians. 
 
The two most critical issues not tackled by Congress were the modification of the penal 
laws to have terrorists judged by military tribunals and the impeachment of Isabel Peron 
and her replacement by Peronist Senator Luder, who was constitutionally in line to 
succeed the president. During several months, even to the very last minute, the military 
were begging the politicians to act to save the country, but they stood still, silent and 
frightened. (I should point out that the terrorists who were judged by ordinary tribunals, 
were either set free or given very light sentences. Judges were threatened and killed). 
Meanwhile the terrorists continued with their attacks, even daring to challenge the 
Army by surprise –attacking several of their barracks. Although badly beaten most of 
the time, they kept trying --even using high school age recruits. Most of them were on 
drugs; many committed suicide by taking cyanide before being caught. The ERP 
terrorists occupied some forested areas in N.W. Argentina, trying to emulate Castro´s 
Sierra Maestra and hoping to win enough support for their “war of liberation” to make a 
presentation for recognition at the U.N. 
 
Political strikes were called almost daily by many unions to request unrealistic pay 
rises, solely justified by a mushrooming inflation. Industry and commerce were almost 
paralyzed. Hoarding by retailers and consumers and financial speculation were the only 
business activities remaining. 
 
The rate of inflation reached 49 per cent in February, and 55 per cent in March 1976. 
The politicians remained silent and immobile. Reluctantly, on March 26th, the military, 
without firing a single shot, filled the vacuum left by the politicians, including the 
Radicals, who have betrayed the mandate of the people, and who were unable to act 
when they had the power, and afraid to fight when they were about to lose it. Now they 
cry from 8000 miles away¡ 
 



The economic recovery of Argentina in less than three years has been remarkable. 
Although inflation is still a problem, eight to ten per cent per month a system of price 
and salary indexing has minimized its trade surplus, and unemployment is down to 
almost negligible levels. Some activities like fish processing even have severe labor 
shortages. Politically, despite Mr. Saguier´s attempt to ignore the issue, all actions by 
the military government after March 1976 should be judged against a scenario where a 
country is fighting a bloody and dirty war against an enemy who had all the time and 
place options in his hands. In less than two years they were militarily and politically 
destroyed. But the fighting was heavy and, because of the nature of the war, the 
battlefields were never well defined. Many innocent bystanders were killed by both 
sides, and the quick and radical surgery needed, put many uncommitted people on the 
wrong side of the fence. But that is not a problem of human rights. It is a problem of a 
dirty war being fought by a country to preserve its independence by means of its legal 
armed forces. 
 
The blame for that war cannot be put on the military who finished it, with a remarkably 
low number of casualties, but on the terrorists who started it, and on the politicians who, 
either consented to it, or were too afraid to act politically to avoid it. And avoiding the 
final confrontation was still possible when Mr. Saguier´s Party was in Congress. After 
all, drawing a parallel with other wars, no responsible American citizen could blame the 
American military and the U.S. Government for violating the human rights of the 
Japanese or German women, pregnant or not, and children because they bombed 
Hamburg or Hiroshima, killing thousands of them. I would say the guilt should be 
placed where it belonged, on the incompetent politicians like Chamberlain, the corrupt 
politicians like Laval and, mainly, on those who started it –the German and Japanese 
governments. 
 
So far as the actual figures cited by Mr. Saguier they are grossly exaggerated, and with a 
purpose, to shock the candid American. For instance, he fails to mention, or does not 
honestly know, that many missing persons are former terrorists, who betrayed their 
cause, turned themselves in, and had to be protected from the vengeful ire of the 
terrorists. But of course, in this respect, neither he nor I can actually prove their points. 
Only future historians will ever be able to uncover the whole truth. 
 
In the meantime, Argentine politicians, like the last Caliph of Granada, cry like women 
for what they were not able to defend like men. Having lost the political and military 
battles in their own country, they hope to beat the Argentine government in the 
international battle of words and tears. That reminds me of a story I was told many 
years ago, about the Ku Klux Klansmen crying foul, when the black man they had 
buried to his neck, bit the tail of the lion they had set loose. 
 
P.S. Mr. Saguier´s comments on the Argentine.-Chilean incident are so absurd they 
deserve a special footnote. Everybody knows that human rights are violated by using 
hand guns, not airplanes, tanks and missiles. Argentina is a well known producer and 
exporter of small fire arms (including military rifles, machine guns and tactical rockets.) 
Hence, obviously Argentina did not need to “assume a border conflict” with Chile “to 
rearm their terroristic bureaucracies”. The truth is that a real conflict existed. The 
interested reader can write to none other than Pope John Paul II, whose role was crucial 
in avoiding military confrontation. All other of Mr. Saguier´s truths are like this. 
 



(Source: Student Life, Friday, February 16, 1979, page 15) 
 
 
Apéndice H 
 
La Nueva Mazorca Fascista y sus Nuevos Encubridores (Denuncia, n.52, 
Junio 1980) 
 
Estimado Dr. Balbín: 
 
Con gran dolor de correligionario herido me he decidido a escribirle esta carta abierta 
con motivo de los conceptos por Ud. vertidos en la publicación española Cambio 16 el 
día 27 de abril del corriente año. Le escribo ella con un profundo dolor pues he tenido 
siempre hacia su persona como Vd. bien sabe admiración y respeto. Sin embargo, el 
tenor de los conceptos por Ud. emitidos con relación a un tema vital para el futuro de la 
patria y nuestro pueblo me mueven a reconsiderar de hoy en mas mi actitud hacia Ud. 
 
En efecto, la primera parte de sus declaraciones las encuentro imbuidas de un halo de 
claudicación indigno de la tradición republicana y democrática de la Unión Cívica 
Radical. Cuando Ud. enfáticamente manifiesta que “la violencia casi ha desaparecido de 
la Argentina”, está Ud. acaso manifestando Dr. Balbín que la desaparición o muerte de 
miles de compatriotas y entre ellos centenares de correligionarios a manos de la 
mazorca fascista (léase Fuerzas Armadas Argentinas) no es violencia actual y presente? 
¿Cree Vd. acaso que los Radicales que nos hemos visto forzados a optar por el exilio a 
fuer de ser fácil bocado de la canalla mazorquera habremos de olvidar a nuestros 
correligionarios y compatriotas desaparecidos? ¿Qué es lo que Vd. pretende insinuar 
cuando se expresa con tono indulgente acerca del “problema de los detenidos cuyos 
plazos de arresto se han excedido”? ¿Es acaso sólo exceso el arrestar a un ciudadano por 
encima del término establecido por la Ley? ¿No configura ello un abuso de autoridad y 
otros delitos mayores penados por la Constitución Nacional que Ud. como Radical 
tantas veces exigiera de los mazorqueros de turno? 
 
Y lo más grave de sus expresiones que no consienten perdón de argentino alguno es 
aquello de que “creo que los desaparecidos están muertos”. ¿Por qué ese afán suyo Dr. 
Balbín por otorgar a las autoridades mazorqueras un bill de indemnidad futura al 
expresar la frase aparentemente neutra de que “creo que los desaparecidos han muerto”? 
¿Acaso vió Vd. los cadáveres de los compatriotas desaparecidos? ¿O es que por ventura 
fue Vd. informado por alguna de las autoridades mazorqueras del resultado final de las 
desapariciones? ¿Y si ello es así Dr. Balbín no cree que es su deber indicar a los 
compatriotas y correligionarios exilados el nombre y apellido de quién le informó de 
semejante holocausto? ¿O es que acaso los desaparecidos murieron de muerte natural? 
¿Y si no murieron de muerte natural no cree Vd. Dr. Balbín que lo que Vd. debiera 
afirmar no es la creencia de que los desaparecidos están muertos mas si la de que los 
han muerto o, en otras palabras, asesinado? ¿No cree Vd. Dr. Balbín que el dejar librado 
el imperativo de una investigación a la evasiva frase de que “alguna vez se tendrá que 
aclarar” trae implícita la posibilidad de que los asesinos jamás sean castigados? 
 
Ante tamaña ignominia acumulada, ¿no cree Vd. Dr. Balbín que se impone una 
campaña nacional e internacional para desenmascarar a la nueva Mazorca Fascista? 
¿Por qué, entonces, Dr. Balbín su confesado interés por “terminar con las campañas que 



se transforman en armas políticas”? ¿Por qué Dr. Balbín su interés por querer que a 
nuestros seres queridos los lloremos en silencio sin jamás alzar nuestra voz en un justo 
reclamo? ¿Por qué pretende Vd. Dr. Balbín acusar a quienquiera haya osado u ose 
perseverar en la búsqueda de sus correligionarios, parientes y amigos desaparecidos de 
revanchista? ¿No cree Ud. Dr. Balbín que al acusar de revanchista a quienes hemos de 
una forma u otra denunciado los crímenes de la Junta Militar lo erige a Vd. en cómplice 
encubridor del genocidio más atroz cometido en el Cono Sur de América Latina desde 
los tiempos de la Guerra de la Triple Infamia? ¿O es que, por ventura pretende Ud. Dr. 
Balbín reconstruir la Democracia Argentina encubriendo homicidas? 
 
Porque firmemente creo que sus declaraciones públicas han incurrido en excesos 
intolerables en quien inviste la Presidencia del Comité Nacional de la Unión Cívica 
Radical es que le reclamo como humilde militante de dicha agrupación histórica una 
inmediata rectificación, o de lo contrario se someta Vd. a un tribunal de disciplina 
partidario. 
 
Sin otro particular, le saluda 
 
Eduardo R. Saguier 
Department of History 
Washington University 
St. Louis, Mo 63130 
 
Fuente: Denuncia (Nueva York), n.52, Junio 1980 
 
 
 
Apéndice I 
 
Servant of repressive regime slinks into town (The Daily Cardinal, v.XC, 
n.47, Thursday, October 30, 1980 
 
By Mary Nemick of the Cardinal Staff 
 
A controversial figure is paying a clandestine visit to Madison with the intent of 
“comparing law programs”. 
 
The International Studies Department welcomed Dr. Lucas Lennon and his entourage to 
Madison Wednesday, unbeknownst to the Madison community. 
 
Lennon, chancellor of the National University of Buenos Aires, Argentina, is scheduled 
to “meet with different people on campus”, according to Margaret Skinner, head of 
foreign visitors program for the International Studies Department. 
 
Argentina, which has proved to have one of the most repressive governments in the 
world, has been the subject of much reproach by the U.S. government. Kidnapping, 
torture and murder by the Argentine government have been brought to national 
attention, along with the phenomenon of after being recognized as political leftists. At 
least 5,000 people are missing and presumed dead at the hand of the military 
government of Jorge Videla, according to the New York Times. 



 
Lennon, who at one time was a law professor at the Catholic University of Buenos 
Aires, contributed to the outrage of academic suppression at the National University. 
 
The Sociology and Psychology Departments at the University were eliminated “due to 
their controversial and political nature”, said Eduardo Saguier, a graduate student here 
and former student of Lennon´s at the Catholic University. 
 
Though Saguier described Lennon as a good professor and nice man, he represents the 
most cruel and repressive government today. 
 
“He is responsible in a great degree for the lack of academic freedoms at the National 
University”, said Saguier. 
 
Saguier left his country after being arrested several times for being politically active and 
asking for the released of the many students and professors who were jailed because of 
defending their rights. Though Saguier could return to Argentina he said he is 
considered a political enemy, and would fear for his life. 
 
Skinner said she would not comment on Lennon´s visit because she did not want to see 
a demonstration against Lennon´s presence on campus. 
 
Lennon is schedules to meet with UW System Pres. Robert O´Neil at 9:15 a.m. and 
Orrin Helstad, Dean of the Law School, sometime during the day. 
 
“I don´t have any particular interest in Dr. Lennon”, said Helstad. “He is a 
representative of a foreign university and I think we will be cordial”. 
 
The University community must question the reason that a representative of a fascist 
government such as Argentina should be welcomed to the campus. 
 
Saguier said he believes the Argentinian government is so isolated that it is looking for 
help laundering its image by having good relations with foreign universities. 
 
“The visit of this man is not honoring this University”, Saguier said. 
 
 
Source: The Daily Cardinal, v.XC, n.47, Thursday, October 30, 1980 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 




